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	Taller de Experiencias en Transparencia Legislativa y Sistematización de jurisprudencia en materia de transparencia y del derecho de acceso a la información en Argentina
Acción: Mesa de Coordinación Institucional sobre Acceso a la Información
Área de Gobernanza del Programa EUROsocial+


En el marco de la acción acordada entre Eurosocial+ y la Secretaría de Asuntos Políticos e Institucionales del Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda, en cuya órbita fue creada la Mesa de Coordinación Institucional sobre Acceso a la Información, integrada en la actualidad por la Agencia de Acceso a la Información Pública del Poder Ejecutivo, la Agencia de Acceso a la Información del Ministerio Público de la Defensa, el Poder Legislativo a través de las Direcciones de Acceso a la Información de la Cámara de Diputados y la Cámara de Senadores de la Nación, el Consejo de la Magistratura de la Nación y el Ministerio Público Fiscal, se realiza el “Segundo Taller de Experiencias en Transparencia Legislativa y Sistematización de jurisprudencia en materia de transparencia y del derecho de acceso a la información en Argentina. 
El día 10 de Julio de 2018 a las 11:00 hs, se inician las jornadas con la presencia de representantes de los sujetos obligados del Poder Legislativo de la Nación. Se encuentran también presentes: María Fernanda Araujo, Directora Nacional de Relaciones con la Comunidad y Participación Ciudadana del Ministerio del Interior, Obras Públicas y Vivienda, el Dr. Juan de Dios Cincunegui, Director General de Diplomacia Parlamentaria, Cooperación Internacional y Culto del Poder Legislativo y Francois Roudie, Encargado de Negocios de la Delegación de la Unión Europea en Argentina. 
Inicia el acto de apertura el Dr. Juan de Dios Cincunegui, haciendo un repaso por aquellos avances y desafíos en torno al acceso a la información, que enfrenta el Congreso de la Nación. Luego da la palabra a Francois Roudie quien relata algunas experiencias en los Parlamentos de la Unión Europea y la situación actual sobre transparencia y acceso a la información en los países miembros de la Unión Europea. Cierra el acto María Fernanda Araujo haciendo un resumen sobre la creación y actual funcionamiento de la Mesa de Coordinación Institucional sobre Acceso a la Información, destacando la importancia de la presencia de los sujetos obligados de las agencias que conforman esa mesa en este Taller. 

Luego de la inauguración, se da inicio a la Primera parte de Taller: Transparencia y Parlamento Abierto. Inicia su exposición Javier Macaya, Diputado de la República de Chile, Director General de Diplomacia Parlamentaria, Cooperación Internacional y Culto del Poder Legislativo. Vicepresidente de la Red de Parlamento Abierto de ParlAméricas por Sudamérica.  

Menciona que la Red de Parlamento Abierto es una institución constituida por treinta y cinco países de América y que su objetivo es poder facilitar el intercambio de mejores prácticas parlamentarias en temas de igualdad de género, de parlamento abierto y de cambio climático. 
Destaca que hay una problemática general a todos nuestros países relacionada con el bajo nivel de confianza expresado por la ciudadanía hacia los parlamentos, y además hay un correlato en que cuando más se abre la información sobre su funcionamiento, más baja la confianza en los mismos; en resumen, se ofrece mayor transparencia pero aun así no se puede aumentar el nivel de confianza.

A partir de esto, analiza que hay una nueva interacción de los ciudadanos con el poder que se logra a través de los pedidos de acceso a información, con la rendición de cuentas, con la participación ciudadana y subiendo los niveles de ética en los parlamentos. Menciona que en cuanto a la transparencia, hay dos formas de trabajarla, ya sea a través de la transparencia activa, o sea brindando sólo la información requerida por la ley o, también, a través de la forma proactiva, brindando además otra información sin esperar a que la pidan; asimismo, hay que respetar el Principio de Rendición de Cuentas, lográndola de una manera adecuada y con una acción fiscalizadora a través de los organismos competentes; también, en esta nueva interacción con el poder, la participación ciudadana en el proceso legislativo se debe dar sin romper el principio básico de representatividad a través de la participación directa de los ciudadanos en los debates legislativos, pero no en forma presencial sino a través de las herramientas que provee PArlaméricas a los distintos parlamentos de América para conectarse con los ciudadanos a través de sus portales; por último, hay que lograr una cultura ética y de probidad para recuperar la confianza de los ciudadanos en los Parlamentos, con el fin de evitar dudas o conflictos de intereses.  
Cita el ejemplo de Chile donde hay una Comisión de Ética y Transparencia, una ley de lobby para sincerar las reuniones o conversaciones con empresarios o factores de poder y la obligación de presentar las declaraciones de intereses y patrimonio públicas para todos los parlamentarios y funcionarios.

Destaca que en el Congreso de Chile ya se han realizado en dos oportunidades planes con la Alianza para el Gobierno Abierto (O.G.P.). Uno de ellos fue en el 2017 cuando la Comisión Bicameral de Transparencia elaboró, en forma participativa en conjunto con organizaciones de la sociedad civil, el II Plan de Acción de Parlamento Abierto, con la idea de que un parlamento interesado en implementar reformas para la apertura puede cocrear y colaborar con la sociedad civil para identificar prioridades, planificar su implementación y monitorear el progreso hacia esos objetivos.  En este II Plan, se ha implementado un programa tecnológico para poder registrar los participantes de las comisiones, un reglamento de participación ciudadana y el seguimiento de la implementación de compromisos parlamentarios a través de herramientas tecnológicas.

Finalmente, arriba a la conclusión que estos planes todavía no sirvieron para recuperar el nivel de confianza de la sociedad hacia el Parlamento, pero destaca que por lo menos se han mejorado los niveles de diálogo de éste con la sociedad civil.

En segundo término toma la palabra Karina Banfi, Diputada Nacional por la Provincia de Buenos Aires. Miembro de la Red de ParlAméricas, Presidenta por Equidad de Género.
Prefiere que con el objetivo de avanzar en la participación ciudadana se debe buscar el equilibrio, el avance de la comunicación, el clima de convivencia a través de la cocreación de políticas públicas que mejoran la calidad de las personas; y para todo esto, es muy importante el derecho de acceso a la información pública.
Destaca el hecho que la transparencia no tiene ideología, por ejemplo el caso de Chile que toma este tema como política de Estado a partir de una condena por la Corte Interamericana de Derechos Humanos del  2006. 

En Argentina, en relación al avance en este tema, un primer punto se logró en noviembre de 2016 con la aprobación de la Ley de Acceso a la Información Pública a través de una propuesta del actual gobierno, siendo Argentina uno de los últimos países americanos en lograrla. La consecuencia principal de esta ley es que el Estado se adecúa a dar la información que el ciudadano requiere, en el plazo estipulado y con los reparos que la ley establece, por ejemplo en el caso de la información reservada o confidencial. Refiere que tanto México como Chile fueron los modelos a seguir en la elaboración de esta ley.
El segundo punto fue lograr que durante el 2017 se reorganizara la administración pública para que ésta pueda generar la respuesta adecuada ante la requisitoria del ciudadano, con muchos años de un Estado no preparado para esta dinámica y logrando que actualmente se esté generando una nueva comunicación de parte del Estado para con la sociedad.
Cómo tercer punto menciona que en marzo de 2018 se logra la implementación de la Ley de Acceso a la Información Pública en el parlamento argentino creándose las Direcciones de Acceso a la Información de cada Cámara. Y si bien en sus inicios la ley trataba sobre los tres poderes clásicos del estado (Legislativo, Judicial y Ejecutivo) resultó más ambiciosa y finalmente abarcó a otros sectores de poder, como el Ministerio Público de la Defensa, el Consejo de la Magistratura y el Ministerio Público Fiscal. 
Refiere que el Congreso de la Nación creo un portal por el cual se puede acceder a toda su información, para facilitar la tarea de responder a todos los pedidos relacionados. También habrá que trabajar mucho para que los despachos de todos los diputados sean despachos abiertos en cuanto a la información.

Luego del receso, a las 15:00 hs, se reabre el Taller tratando sobre distintas experiencias de la implementación de la Ley de Transparencia en el Poder Legislativo de México.  

En primer lugar tiene la palabra Manuel Bazán Cruz, Secretario Técnico del Comité de Transparencia del Senado de México, quien realizó un relato desde los primeros antecedentes de transparencia en ese país hasta llegar al estado de situación actual, mencionando particularmente los sujetos obligados actuales en ese país. 

En ese sentido menciona que en el año 2014 se realizó la última reforma normativa creándose el Sistema Nacional de Transparencia, conformado por distintos organismos tanto nacionales como locales. Con la experiencia y el recorrido aprendido en materia de acceso a la información hasta ese momento, se decidió trabajar en la transparencia activa y proactiva a través de la sanción de una serie de leyes específicas que culminaron con la Plataforma Nacional de Transparencia. Destaca que el sistema es muy ambicioso y requiere un cambio cultural de la ciudadanía para que pueda ser realmente explotado. 
Relata que, dentro de las experiencias de control del derecho de acceso a la información, una de las prácticas en las que México fracasó fue al intentar realizar el control a través de una Comisión Bicameral del Congreso, no se pudo por ser tanto juez y parte. 
Refiere asimismo que las unidades de transparencia existen en México desde el año 2002,  pero que actualmente se encuentran en un proceso en el que se están reforzando sus competencias, a fin de dotarlas de facultades para que dentro de sus funciones esté la de asistir al ciudadano en los pedidos de acceso a la información, hasta llegar al punto de aceptar pedidos de información autónomos.

 En cuanto a los desafíos, se mencionan la ley de protección de datos personales, y la de gestión de archivos. 

A continuación, Alfredo Muncillo Escamilla, Titular de la Unidad de Transparencia de la Cámara de Diputados informó acerca del plan de fiscalización de transparencia activa de la unidad a su cargo, expuso de manera pormenorizada la estructura de dicha unidad.
Destacó que como titular de la unidad, es el enlace de toda la Cámara de Diputados con el órgano de control de México (INAI) y, por ende, todas las solicitudes que ingresan por la plataforma nacional dirigidas a la Cámara de Diputados llegan a él. Dentro de esa Cámara de Diputados hay grupos parlamentarios (bloques), comisiones y áreas administrativas a quien él dirige la solicitud, conforme quien sea el titular de la información.  
Hacia el interior de la Cámara, las áreas tienen 10 días para responder aunque el plazo que indica la ley sea de 20 días. Se busca reducir el plazo para poder cumplir a tiempo. Destaca, también, que todas las solicitudes son completamente anónimas. 

La unidad de transparencia debe emitir una constancia de carácter obligatorio que los diputados deben presentar cuando terminan su mandato, esa constancia certifica que ellos han cargado en la plataforma de transparencia activa toda la información correspondiente a su función. 
El día 12 de Julio de 2018 a las 11:00 hs, se inicia la tercera jornada del Taller con la presencia de representantes de los organismos que integran la Mesa de Coordinación Institucional sobre Acceso a la Información, la temática del día es abordar el Proceso de Sistematización de Jurisprudencia en Derecho de  Acceso a la  Información.
La primera parte, Taller de trabajo: Análisis de casos y Diagnóstico Inicial, con la presencia de Joana Verenice Páez Patrón y de Juan Carlos Carrasco Gutiérrez, ambos del Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y Protección de Datos Personales (INAI) de México. 

La forma de trabajo será discutir en grupos casos de solicitud de información, cuáles son las solicitudes susceptibles de estar encuadradas dentro del marco de la ley de acceso a la información, cómo se debería responder, si corresponde responder, y en caso que no, ante qué caso de excepción nos encontraríamos. Además, los casos de solicitudes que ingresan a los organismos y son susceptibles de ser contestadas y no lo son, y aquellas que son contestadas y no deberían serlo.
Caso práctico: si es información pública o está dentro de uno de los causales de excepción una consulta sobre el número de personas de seguridad que custodia a cada uno de los titulares de cada poder (Presidente, Presidente de la S.C.J.N., Presidente de cada Cámara).

Grupo 1: Integrada por representantes del Ministerio Público Fiscal y Ministerio Público de la Defensa.

Decidieron que por el artículo 8, inciso j, de la Ley de Acceso a la Información Pública, la respuesta a esa pregunta podría poner en peligro la vida o seguridad de la persona, entonces se denegaría la información. Pero hay alguna información sobre ese tema que es pública; por ejemplo, si se contrata seguridad y hay que pagarles horas extras a través de una contratación pública, se saben cuántas horas se están pagando y a quien.  Hay un causal de excepción.
Grupo 2: Integrada por representantes de la Secretaría de Asuntos Políticos
Como hay mucho personal asignado a la custodia de los titulares, no sólo el que lo acompaña permanentemente, es más una cuestión de seguridad pública que una cuestión personal. El número total de efectivos incluye a todo el personal de los distintos turnos, de Casa de Gobierno, de la Residencia Presidencial de Olivos, el que lo acompaña en sus viajes, etc.  Se puede dar información global sobre el número pero no hacer la discriminación sobre cuantos lo acompañan en cada salida ni otros detalles operativos. Es una cuestión de seguridad interior.
Grupo 3: Integrada por representantes del Poder Ejecutivo y del Consejo de la Magistratura de la Nación.

Dando la información, lo que se pone en riesgo es la integridad física de una persona, que además es un funcionario, pero qué por su función es importante su seguridad personal. Entienden que no corresponde aplicar ese inciso j del artículo 8.  Hay un causal de excepción en cuanto a la función de la persona.
Relato de Experiencias por parte de talleristas:

Este caso fue a partir de una pregunta real recibida en México, ahí se decidió no brindar esa información al considerar que hay un causal de excepción basado en una cuestión de Seguridad Nacional, que si bien se debe resguardar la seguridad de la persona, se sobrepone el interés jurídico sobre el bien jurídico, la vida de la persona; hay que ponderar beneficios y perjuicios, hay que analizar cada caso, ver en qué contexto se está pidiendo esa información; y siempre hay que justificar porque no se da la información.
Caso contrario, ¿qué pasa si se excede en contestar y se puede llegar a revelar información reservada o confidencial? En los casos que los sujetos obligados a causa de pedidos de acceso a la información revelen información reservada, si son servidores públicos, hay un procedimiento interno que sigue el INAI y si no lo son, se establecen multas dinerarias.
Luego del receso, a las 15:00 hs. se continúa con la última parte del Taller, el tema es Procesos de emisión de criterios de interpretación (Jurisprudencia) con la presencia de Joana Verenice Páez Patrón y de Juan Carlos Carrasco Gutiérrez (INAI).
El INAI tiene atribuciones para emitir criterios de interpretación contemplados en las leyes respectivas. Las resoluciones en las que se emiten estos criterios no pueden ser recurridas por los sujetos obligados. Se dictan para evitar contradicciones entre el accionar de los sujetos obligados, para dar certeza jurídica a todas las partes, para uniformar la interpretación a nivel nacional. 
Indica además, que son obligatorios para todos los sujetos obligados del ámbito federal y son orientadores para los sujetos obligados de las entidades federativas. 

Refieren que hay un Comité de Criterios cuyos integrantes cambian según cambia la composición del Pleno (órgano máximo de Dirección del INAI), entonces como consecuencia de estos cambios, los criterios se van modificando, surgen nuevos, se actualizan. Este comité sesiona en forma periódica. 
Los expositores hablaron sobre el sistema de precedentes y casos prácticos resueltos por el INAI. 
A continuación, los talleristas  realizan un recorrido comparativo entre las excepciones y los temas de la Ley argentina y del Derecho mexicano.

Destacaron que en México no es necesaria la acreditación de la identidad para quien requiere acceso a la información.  Tampoco es obligatorio, para el sujeto obligado, elaborar la información ad hoc para atender a las solicitudes de acceso a la información, se brinda tal como está y en el formato en que esté, justificando, en el caso que no pueda entregarse en el formato que solicita el recurrente, cuál es el impedimento, dándole al particular la posibilidad de acceder a la misma de otra forma. 
El plazo es similar (diez días), pero el INAI puede excepcionalmente ampliarlo de manera fundada y motivada; el sujeto obligado también puede solicitar ampliación con fundamentación y motivo dentro de los tres días de recibido el pedido.  En caso de no responder, se informará al superior el nombre del sujeto obligado que no lo haya hecho, lo mismo en el caso que responda que la información es inexistente y no es así.  Lo que sí es posible es que puede ser inexistente la información aunque debería tenerla el sujeto obligado.

También se utiliza en México el sistema de tachas en el caso que en el documento que se quiere hacer llegar al requirente haya información secreta o confidencial, se toman los recaudos para que esas tachas sean efectivas.

En caso de negatoria del acceso a la información por estar dentro de algún caso de reserva, se deben brindar los motivos, razones o circunstancias por el que se ajusta a los supuestos de clasificación, para llegar a esta conclusión se aplica la prueba de daño, luego lo revisa el Comité y se debe señalar el período en el que queda vigente esa reserva.

En la Prueba de daño (artículo 110, fracción VII de la LFTAIP) se debe justificar si:
I. La divulgación de la información representa un riesgo real, demostrable e identificable de perjuicio significativo al interés público.

II. El riesgo de perjuicio que supondría la divulgación supera el interés público general de que se difunda.

III. La limitación se debe adecuar al principio de proporcionalidad y representa el medio menos restrictivo disponible para evitar el perjuicio.
Otros casos de reservas, por ejemplo en cuestiones que comprometan la seguridad nacional, en la ley argentina está presente en el artículo 8, inciso a. 
Sobre información secreta o confidencial, la ley argentina lo trata en artículo 8, inciso c. En México se habla de información confidencial a los secretos bancarios, financieros, etc. 

En caso de solicitud de información relacionada a entidades bancarias o financieras, se evalúan distintos criterios, a saber: primer elemento es que sea una institución bancaria, dentro de esa reserva están los datos o informaciones que provienen de las operaciones previstas para instituciones de crédito; que sea solicitado por un tercero; que lo solicitado no involucre en su totalidad a dinero público, habiendo información de inversores privados, esa información se considera confidencial.

Ejemplo en un caso de secreto fiscal sobre condonaciones de crédito fiscal, hecha la consulta, el INAI resolvió que se informe el nombre y monto condonado, por afectación económica del patrimonio del Estado, pero eso fue recurrido ante la S.C.J.N.
Hay una excepción a la reserva y es en los casos de violaciones graves a los derechos humanos; por ejemplo de los 43 estudiantes desaparecidos en Ayotzinapa.
La última parte del Taller está referida a los Mecanismos para la emisión de criterios. En base a varias preguntas orientadoras se resuelven en grupos  las consignas  propuestas:
· ¿Quién será la instancia de coordinación encargada de emitir, aprobar y publicar los criterios?

· ¿Cómo estará integrada?

· ¿Cuáles serán las atribuciones de sus integrantes?

· ¿Cuál será su funcionamiento? 
· Periodicidad de sus sesiones
· Convocatorias
· Reglas para sesionar.

· ¿Cuál será el procedimiento para emitir, aprobar y publicar los criterios?

· ¿Qué tipos de criterios se emitirán?

· ¿Cuál será la estructura de los criterios?

· Definir el papel de la mesa de coordinación institucional

Hay unanimidad en todos los grupos que instancia de coordinación encargada de emitir, aprobar y publicar los criterios debe ser la recientemente creada Mesa de Coordinación.
Grupo 1: Integrada por representantes del Ministerio Público Fiscal y del Ministerio Público de la Defensa
· Destaca que si bien la Mesa de Coordinación es una instancia de coordinación entre agencias se encontrará con problemas para definir criterios unánimes por las diferencias lógicas existentes entre los distintos ámbitos. Sí puede ser válida para definir criterios orientativos que pueden ser adoptados por las agencias.
· En cuanto a su funcionamiento: habrá sesiones cada dos meses, se deben pautar reglas para sesionar, un reglamento, definir el quorum.
· En cuanto al papel de la mesa de coordinación institucional, consideran que no puede tener otras nuevas atribuciones más allá de lo que le da la ley.
Grupo 2: Representantes del Poder Ejecutivo y del Consejo de la Magistratura de la Nación.
· La Mesa de Coordinación debe estar formada por las distintas agencias e invitados y coordinada por la Secretaría de Asuntos Políticos e Institucionales. Las atribuciones de sus integrantes deben ser generar buenas prácticas y criterios orientadores no vinculantes.
· En cuanto a su funcionamiento: habrá sesiones ordinarias cada dos meses, o a pedido de alguna de las partes en caso de extraordinarias, se deben pautar reglas para sesionar, un reglamento, quorum de dos terceras partes para sesionar y para tomar decisiones, no es necesaria la unanimidad, los ausentes reciben el acta y hay quince días para adherir o no al criterio que se aprobó, las convocatorias a las sesiones se deben hacer con quince días de anticipación con el orden del día.

· El procedimiento para emitir, aprobar y publicar los criterios debe ser el Test de razonabilidad, que se utiliza en forma similar al Test del daño mexicano visto en este Taller.
· Se deben emitir criterios orientadores, no vinculantes.
Grupo 3: Integrada por la Secretaría de Asuntos Políticos
· En cuanto a su funcionamiento: habrá sesiones ordinarias cada dos meses, y a pedido de alguna de las partes pueden convocarse extraordinarias, se deben pautar reglas para sesionar, se debe buscar la unificación de criterios (unanimidad) al ser tan pocos miembros, las convocatorias a las sesiones ordinarias las debe hacer la Mesa, las extraordinarias quien la solicite.

· El papel de la Mesa de Coordinación Institucional debe ser: 
· Hacer un Reservorio de los Precedentes de cada agencia, como consulta o en forma temática.
· Creación de un Portal o Plataforma

· Revisión de la normativa para proponer su actualización
· Medición de los indicadores.

· Estudio cualitativo del impacto en la medición de la satisfacción.

· Acciones conjuntas de capacitación, difusión.

· Celebrar convenios como forma de beneficio a las agencias.

A las 18 hs. del día 12 de julio se da por finalizado el taller con palabras de los expositores Juan Carlos Carrasco Gutiérrez y Joana Verenice Páez Patrón.
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